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RESUMEN  
 

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA CONTRATACIÓN CELEBRADA 

POR LA DIRECCIÓN GENERAL DEL AGUA, LAS CONFEDERACIONES 

HIDROGRÁFICAS Y LA MANCOMUNIDAD DE LOS CANALES DEL 

TAIBILLA, EJERCICIOS 2020 Y 2021 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¿Cumplen la DGA y los organismos de cuenca la normativa 

y los principios aplicables a la contratación pública? 

¿Cuentan con instrumentos de planificación de la 

contratación?  
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DEL INFORME DE FISCALIZACIÓN  

 

 



¿QUÉ SE HA FISCALIZADO? ¿CON QUÉ OBJETIVOS?

FISCALIZACIÓN DE LA CONTRATACIÓN CELEBRADA POR LA DIRECCIÓN GENERAL DEL

AGUA, LAS CONFEDERACIONES HIDROGRÁFICAS Y LA MANCOMUNIDAD DE LOS CANALES

DEL TAIBILLA, EJERCICIOS 2020 Y 2021

¿QUÉ SE HA FISCALIZADO Y POR QUÉ?

La DGA es un órgano directivo del MTED al que están 

adscritos, como organismos autónomos, los organismos 

de cuenca. Sus funciones engloban:

● la elaboración del plan hidrológico 

● la administración y control del dominio público 

hidráulico 

● la construcción y explotación de las obras hidráulicas.

● Es una de las principales áreas de gestión de la actividad 

económico-financiera del sector público y, por ello, 

constituye uno de los objetivos preferentes de la actividad 

fiscalizadora del Tribunal de Cuentas.

● Tiene especial relevancia por el volumen y coste de la 

contratación administrativa.

● Da continuidad a una fiscalización periódica realizada por el 

Tribunal de Cuentas.

→ Verificar el cumplimiento de la remisión obligatoria de los 

expedientes al Tribunal de Cuentas.

→ Analizar el sometimiento a la legalidad y los principios de 

buena gestión.

→ Verificar el cumplimiento de la normativa de transparencia, 

sostenibilidad ambiental e igualdad de género.

→ Seguimiento de recomendaciones anteriores en la materia.

→ Analizar si los expedientes fiscalizados están incardinados en 

planes o programas de contratación y su grado de ejecución.

ÁMBITO OBJETIVO

Los expedientes de contratación administrativa y los instrumentos de 

planificación de la contratación

ÁMBITO SUBJETIVO

Dirección General del Agua, Confederaciones Hidrográficas y 

Mancomunidad de los Canales del Taibilla

ÁMBITO TEMPORAL

2020 y 2021

¿POR QUÉ ES IMPORTANTE EL CONTROL DE LA 

CONTRATACIÓN?

¿QUÉ SON LA DGA Y LOS ORGANISMOS DE 

CUENCA Y QUÉ FUNCIONES REALIZAN?

CONCLUSIONES

● Ninguna de las entidades fiscalizadas disponía de

planificación de la contratación conforme a la LCSP.

● En el 26 % de los expedientes no se justificó

adecuadamente la necesidad de contratación y en el 40 %

de los expedientes la justificación de la no división en lotes

resultó excesivamente genérica. 

● Las significativas diferencias entre los presupuestos base de 

licitación y los precios de adjudicación son indicativas de una 

estimación poco fiable de los presupuestos de licitación.

● Las entidades han cumplido con las obligaciones de 

publicidad de los contratos, con escasas excepciones y sin 

perjuicio de algunas omisiones en la información publicada.

● En el 13 % de los expedientes no consta la acreditación de 

la solvencia del adjudicatario conforme a los PCAP.

● El control de la subcontratación se realizó correctamente, 

excepto en ocho casos en los que se apreciaron omisiones en 

estos controles. 

● En diez expedientes hubo retrasos en el pago del precio del 

contrato, en otros nueve el cumplimiento del plazo no pudo ser 

comprobado por falta de documentación.

✓ Analizar las necesidades de contratación y elaborar 

un plan de contratación.

✓ Justificar de manera detallada e individualizada tanto la 

necesidad de cada contrato como la insuficiencia de 

medios.

✓ Adoptar medidas para la adecuación del presupuesto 

base de licitación a los precios de mercado, buscando 

optimizar los recursos económicos disponibles. 

✓ Elaborar fórmulas para la valoración del criterio 

precio que garanticen la proporcionalidad entre las 

ofertas presentadas y las puntuaciones asignadas. 

✓ Incrementar los controles internos para garantizar la 

máxima transparencia y publicidad de la actividad 

contractual.

✓ Establecer los controles necesarios que impidan la 

adjudicación de contratos públicos a empresas que no

acrediten su solvencia.

✓ Incluir en los PCAP procedimientos reglados para el 

control de la subcontratación y  realizar un 

seguimiento adecuado del pago de las facturas.

Informe núm. 1.586

de fecha 28/10/2024 Enlace al informe…

RECOMENDACIONES
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■ Introducción 
 

 

¿Qué son la DGA y los organismos de cuenca y qué funciones realizan? 
 

La DGA es un órgano directivo del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico (MTED), 

dependiente de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente, al que a su vez están adscritos, como organismos 

autónomos del Ministerio, las confederaciones hidrográficas y la Mancomunidad de los Canales del Taibilla. 

 

Las funciones de las entidades fiscalizadas engloban la elaboración del plan hidrológico correspondiente, así 

como su seguimiento y revisión; la administración y control del dominio público hidráulico y de los 

aprovechamientos de interés general, así como el proyecto, la construcción y explotación de las obras 

hidráulicas. 

 

 

¿Por qué el Tribunal de Cuentas ha realizado esta fiscalización? 

 
Porque la actividad contractual de las administraciones públicas es una de las principales áreas de gestión 

económico-financiera del sector público debido a su volumen y coste, convirtiendo su fiscalización en un 

objetivo prioritario del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de su función de control del sometimiento de la 

actividad económico-financiera del sector público a los principios de legalidad, eficiencia, transparencia, 

economía, sostenibilidad ambiental e igualdad de género. En particular, la contratación de las entidades 

fiscalizadas es relevante porque incide de forma directa sobre espacios naturales de gran valía y sobre los 

recursos hídricos, cuya escasez supone un reto acuciante para España. 

 

¿Qué se ha analizado en esta fiscalización? 

 
Los expedientes de contratación administrativa formalizados y los instrumentos de planificación de la 

contratación elaborados por la DGA y los organismos de cuenca, es decir, las nueve confederaciones 

hidrográficas y la Mancomunidad de los Canales del Taibilla, de los ejercicios 2020 y 2021. La fiscalización es 

de cumplimiento y operativa y se ha llevado a cabo con la finalidad de verificar la observancia por parte de 

estas entidades de la normativa y de los principios de contratación aplicables y su coherencia con los planes 

de contratación. 

 

De los contratos celebrados y de rendición obligatoria se seleccionaron 111 expedientes, con un importe 

de adjudicación total de 430.709.302 euros, que representan el 74 % del importe total de los contratos de 

rendición obligatoria celebrados por las entidades fiscalizadas durante el periodo fiscalizado, que ascendía a 

575.386.265 euros (IVA excluido). 
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■ Principales resultados y conclusiones 
 

 
1. Sobre el cumplimento de la obligación legal de remisión de documentación contractual al TCu 

 

 
 

 
2. En relación con la fase de preparación de los contratos 

 

 

8 % 
Remitidos 
fuera de 

plazo 

92 % 
Remitidos en 

plazo 

Todas las entidades remitieron las relaciones 

certificadas de contratos en el plazo legal 

obligatorio. Respecto a la remisión de la copia 

certificada de los contratos formalizados cuyo precio 

de adjudicación exceda de las cuantías establecidas en 

la Ley, de los 290 extractos de expedientes de 

contratación, el 92 % fueron remitidos en plazo.  

Ninguna de las entidades fiscalizadas disponía de un plan anual o plurianual de 

contratación para los ejercicios fiscalizados. Esto supone un incumplimiento de la LCSP, que 

establece la obligación de las entidades del sector público de programar la actividad contractual y dar 

a conocer dicha programación, con el objetivo de que planifiquen adecuadamente las necesidades que 

precisan satisfacer. No obstante, algunas entidades disponían de otros instrumentos de planificación o 

han elaborado planes de contratación para ejercicios posteriores, lo que supone un avance en el 

camino del cumplimiento de la obligación legal citada. 

En el 26 % de los expedientes fiscalizados no se justificó de manera adecuada la necesidad 

de la contratación.  

 

En el uso de las formas de tramitación excepcional de urgencia y emergencia, se observó que 

en cinco expedientes la justificación de la urgencia o emergencia no estaba individualizada 

para cada uno de ellos, mientras que en otros cuatro expedientes de los siete tramitados por el 

procedimiento de urgencia se apreció una deficiente planificación y falta de previsión por parte 

del órgano de contratación.  

 

En 7 de los 56 contratos de servicios fiscalizados se apreció la falta del preceptivo informe de 

insuficiencia de medios, mientras que en otros tres era excesivamente genérico. 

 

Asimismo, en el 40 % de los expedientes en los que no se formaron lotes la justificación de la no 

división es excesivamente genérica, poniendo de manifiesto las dificultades de los gestores a la 

hora de aplicar la normativa en este punto. 

 

Respecto a la justificación de la elección del procedimiento de licitación, en dos de los cuatro 

contratos adjudicados por el procedimiento negociado sin publicidad no se justificó 

adecuadamente su empleo. 
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3. Sobre las fases de publicidad, adjudicación y formalización 

 

 

13 % 
Solvencia no 
acreditada  

87 % 
Solvencia 
acreditada 

En el análisis de los aspectos económicos de los expedientes de la muestra, se apreciaron 

diferencias significativas entre los presupuestos base de licitación y los precios de 

adjudicación, resultando una media de baja del 36 %; lo que indica una estimación poco fiable 

de los presupuestos de licitación, necesaria para una mejor optimización de los recursos 

públicos. 

 

En los pliegos de cláusulas administrativas particulares de 14 expedientes los criterios que 

dependen de un juicio de valor tuvieron una ponderación del 49 % del total de los criterios 

de adjudicación, dándose así la mínima preferencia establecida legalmente a los criterios de 

adjudicación evaluables mediante fórmulas o porcentajes que permiten su evaluación directa. Si bien 

el artículo 146 de la LCSP no establece un porcentaje específico en el que se deba traducir la 

preponderancia de los criterios evaluables mediante fórmulas o porcentajes, es recomendable que 

este no se limite al 51 %.  

 

En nueve expedientes la fórmula establecida en el PCAP para la valoración del precio no se 

fijó respecto del presupuesto de licitación como señala la Ley sino respecto a las propias bajas 

ofertadas por las empresas licitadoras lo que da lugar a resultados desproporcionados en las 

puntuaciones otorgadas, produciéndose grandes diferencias en las puntuaciones cuando existen 

mínimas diferencias en las bajas económicas ofertadas por las empresas licitadoras. Ello resulta 

contrario a los principios de economía y eficiencia dado que las fórmulas empleadas para valorar el 

criterio precio deben garantizar una adecuada proporcionalidad entre las ofertas presentadas y las 

puntuaciones asignadas a cada una de ellas.  

En el 97 % de los pliegos se incluyeron consideraciones medioambientales bien como 

criterios de solvencia de los licitadores, como criterios de adjudicación o como condiciones 

especiales de ejecución, lo que resulta relevante en la medida en que el ámbito subjetivo de la 

fiscalización comprende entidades cuya actividad contractual incide de forma directa sobre espacios 

naturales de gran valía y sobre los recursos hídricos. 

Con carácter general, las entidades han cumplido con las obligaciones de publicidad de los 

contratos en el perfil del contratante, en los diarios oficiales y en el portal de transparencia, con 

escasas excepciones y sin perjuicio de algunas omisiones en la información publicada.  

En la fase de adjudicación de los contratos se ha verificado el 

cumplimiento de la normativa con carácter general, a 

excepción de la necesidad de acreditación de la solvencia 

del adjudicatario, que no consta en el 13 % de los 

contratos seleccionados.  
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4. Por último, en relación con las fases de ejecución y cumplimiento 

 

 

 

  

 

 

 
 
 

 

 

54 % 
Ejecución 

no finalizada  

46 % 
Ejecución 
finalizada 

A efectos de valorar la prolongada ejecución de los contratos objeto de la fiscalización, es preciso 

tener en cuenta que, de los 111 expedientes de la muestra inicial, 33 fueron prorrogados, en 

22 se aprobaron ampliaciones de plazo y en 32 se realizaron reajustes de anualidades. 

Por otra parte, en once de los 111 expedientes se produjeron modificaciones del contrato 

por un importe total de 6.392.805 euros. 

En el análisis de los expedientes citados destaca que el control de la subcontratación se 

realizó correctamente, excepto en ocho expedientes en los que se apreciaron omisiones en 

estos controles.  

De los 111 expedientes fiscalizados, 60 se 

encontraban en fase de ejecución a la fecha 

de remisión por parte de los órganos de 

contratación de la documentación solicitada a 

cada uno de ellos.  

En diez contratos hubo retrasos en el pago del precio del contrato y en otros nueve el 

cumplimiento del plazo no pudo ser comprobado por falta de documentación. 
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■ Valoración Global 
 

 

 

 
La DGA y los organismos de cuenca fiscalizados han cumplido con carácter general con la normativa 

aplicable a los expedientes de contratación, sin perjuicio de haberse observado algunas deficiencias 

en cada una de las fases de la contratación, siendo las más relevantes las que afectan a la 

justificación adecuada e individualizada de la necesidad de cada contrato y a la estimación fiable de 

los presupuestos de licitación.    

 

El objetivo de racionalizar el gasto público y de lograr una mayor eficiencia en la toma de 

decisiones se ve dificultado por la ausencia de instrumentos de planificación de la contratación. Por 

ello, es preciso que las entidades fiscalizadas realicen un análisis previo de las necesidades que se 

precisan satisfacer a través de los contratos públicos antes de proceder a la elaboración anticipada 

de un plan anual o plurianual de contratación, que incluya no solo los contratos de mayor cuantía, y 

que sea objeto de una amplia publicación y difusión, así como de un seguimiento, revisión y 

evaluación. 
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■ Principales recomendaciones 
 

 

 

La DGA y los 

organismos de cuenca 

deben: 

 

 

1. Analizar las necesidades de contratación y elaborar un 

plan de contratación, procediendo a su difusión, 

seguimiento, revisión y evaluación.  

2. Justificar de manera detallada e individualizada tanto la 

necesidad de cada contrato como la insuficiencia de 

medios para cubrir dicha necesidad y motivar de la 

misma manera la no división en lotes. 

3. Adoptar medidas para la adecuación del presupuesto 

base de licitación a los precios de mercado, con el 

objetivo de optimizar los recursos económicos 

disponibles. 

4. Elaborar fórmulas para la valoración del criterio precio 

que garanticen la proporcionalidad entre las ofertas 

presentadas y las puntuaciones asignadas.  

5. Incrementar los controles internos para garantizar la 

máxima transparencia y publicidad de la actividad 

contractual. 

6. Establecer los controles necesarios que impidan la 

adjudicación de contratos públicos a empresas que no 

acrediten su solvencia. 

7. Incluir en los PCAP procedimientos reglados para el 

control de la subcontratación y realizar un seguimiento 

adecuado del pago de las facturas. 
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